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Consejo de Derechos Humanos 
Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal 

47º período de sesiones 

Ginebra, 4 a 15 de noviembre de 2024 

  República Democrática del Congo 

   Recopilación de información preparada por la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta el resultado del examen anterior1. 

Constituye una recopilación de la información que figura en los documentos pertinentes de 

las Naciones Unidas, presentada en forma resumida debido a las restricciones relativas al 

número de palabras. 

 II. Alcance de las obligaciones internacionales y cooperación 
con los mecanismos de derechos humanos 

2. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer alentó a la 

República Democrática del Congo a que ratificara la Convención Internacional para la 

Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas2. También le 

recomendó que ratificara el Tratado sobre el Comercio de Armas3. 

3. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales recomendó a la República 

Democrática del Congo que considerara la posibilidad de ratificar el Convenio sobre Pueblos 

Indígenas y Tribales, 1989 (núm. 169) de la Organización Internacional del Trabajo4. 

4. La Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 

(UNESCO) recomendó que se alentara a la República Democrática del Congo a ratificar la 

Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza y a 

seguir presentando con regularidad informes nacionales para las consultas periódicas sobre 

los instrumentos normativos de la UNESCO en el ámbito de la enseñanza5. 

 III. Marco nacional de derechos humanos 

 1. Marco constitucional y legislativo 

5. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer observó con 

preocupación que, en general, las leyes aprobadas no se aplicaban y no se difundían 

adecuadamente en todo el territorio. Recomendó a la República Democrática del Congo que 

aplicara efectivamente las leyes aprobadas por el Parlamento y promulgadas por el Jefe del 

Estado, asignara recursos suficientes para su aplicación, aumentara la concienciación sobre 
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las leyes relativas a la igualdad entre los géneros y velara por su amplia difusión, haciendo 

participar a los dirigentes tradicionales y religiosos en la promoción de los derechos de las 

mujeres y de la igualdad de género6. 

6. El Comité contra la Tortura lamentó que la Ley núm. 11/008 no responsabilizara 

penalmente a los superiores jerárquicos que tuvieran conocimiento de actos de tortura o 

malos tratos cometidos por sus subordinados. Lamentó asimismo que esta ley no estableciera 

explícitamente que no existía ninguna circunstancia excepcional que pudiera justificar la 

tortura. Además, siguió preocupado por su insuficiente aplicación. Por ello, recomendó al 

Estado que: a) modificara la Ley núm. 11/008 para incorporar la responsabilidad jerárquica 

de los superiores, tanto si los actos se habían cometido por instigación suya como con su 

consentimiento expreso o tácito; b) estableciera de forma expresa en la Ley núm. 11/008 que 

no se podía invocar ninguna circunstancia excepcional para justificar la tortura; y c) adoptara 

las medidas necesarias para garantizar una amplia difusión de la Ley núm. 11/008, así como 

su divulgación y la sensibilización de los jueces y fiscales, a fin de hacer efectivos en la 

práctica el enjuiciamiento de los actos de tortura y la imposición de penas acordes con su 

gravedad7. 

 2. Infraestructura institucional y medidas de política 

7. El equipo de las Naciones Unidas en el país acogió con satisfacción el compromiso 

contraído por el Jefe del Estado, durante la serie de sesiones de alto nivel celebrada el 12 de 

diciembre de 2023 con motivo del 75º aniversario de la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, de apoyar activamente la revitalización de la Entidad de Enlace para los Derechos 

Humanos, que era el único marco de concertación y colaboración en el que participaban los 

actores nacionales e internacionales dedicados a la promoción y protección de los derechos 

humanos. Alentó a las autoridades a que adoptaran medidas concretas para hacer efectivo 

este compromiso y pidió al Gobierno que prosiguiera sus esfuerzos para reforzar el marco 

jurídico nacional de promoción y protección de los derechos humanos y armonizarlo en 

mayor medida con sus obligaciones internacionales8. 

8. El equipo de las Naciones Unidas en el país tomó nota de los esfuerzos realizados por 

el Estado para apoyar a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, como la puesta a 

disposición de un edificio para albergar su sede y el aumento de su presupuesto operacional 

a partir de 2020. La Oficina Conjunta de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en la 

República Democrática del Congo había apoyado este proceso habilitando edificios para las 

oficinas provinciales de la Comisión en las provincias de Tanganica en 2021 e Ituri en 2022. 

Sin embargo, la mayoría de las oficinas de la Comisión no disponían de locales propios ni de 

personal para cumplir su mandato de manera efectiva. El equipo de las Naciones Unidas en 

el país alentó al Gobierno a que reforzara los recursos de la Comisión, reformara su marco 

jurídico para mejorar su conformidad con los principios relativos al estatuto de las 

instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (Principios de 

París) y garantizara su independencia y su estrecha relación con los titulares de derechos9. 

9. El Comité contra la Tortura expresó su preocupación por la demora en el 

establecimiento de un mecanismo nacional de prevención de la tortura. Recomendó al Estado 

que iniciara, sin dilación, un proceso participativo e incluyente para establecer un mecanismo 

nacional de prevención independiente y eficaz, y que dotara a ese mecanismo de los recursos 

humanos y financieros necesarios para su funcionamiento eficaz e independiente10. 

 IV. Promoción y protección de los derechos humanos 

 A. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de 

derechos humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional 

humanitario aplicable 

 1. Igualdad y no discriminación 

10. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales observó con preocupación 

que la República Democrática del Congo aún no había aprobado una ley general de lucha 
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contra la discriminación por cualquier motivo en todos los ámbitos abarcados por el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos11. Recomendó al Estado que: a) aprobara una 

ley general de lucha contra la discriminación que prohibiera la discriminación directa e 

indirecta por cualquier motivo en todos los ámbitos abarcados por el Pacto; b) garantizara el 

acceso de las víctimas de discriminación a recursos efectivos, incluida la posibilidad de 

obtener reparación; y c) previniera y combatiera eficazmente la discriminación de que eran 

objeto los Pueblos Indígenas —especialmente los twas—, los desplazados internos y las 

personas con discapacidad, entre otros medios realizando campañas de toma de conciencia y 

recurriendo a medidas de acción afirmativa12. 

11. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos se mostró 

profundamente preocupado por el aumento del discurso de odio y de la incitación a la 

violencia por motivos étnicos en el país, en particular en las provincias de Kivu del Norte y 

Kivu del Sur, así como en las regiones de Kasái y Katanga, tras las elecciones generales de 

2023. Afirmó que la retórica de odio, deshumanizante y que incitaba a la violencia solo podía 

agravar la tensión y la violencia en la República Democrática del Congo, además de poner 

en peligro la seguridad de toda la región. Hizo un llamamiento a las autoridades para que 

investigasen de forma exhaustiva y transparente todas las denuncias de discurso de odio y de 

incitación a la violencia y para que los responsables rindiesen cuentas13. 

 2. Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser sometido 

a tortura 

12. Si bien tomó nota de que la República Democrática del Congo había observado una 

moratoria de facto sobre la aplicación de la pena de muerte desde 2003, el equipo de las 

Naciones Unidas en el país lamentó que dicha moratoria se hubiera levantado el 9 de febrero 

de 2024 para varios delitos. Instó a las autoridades a que adoptaran medidas para conmutar 

las penas de los presos condenados a muerte por penas de prisión14. 

13. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos observó 

que, entre el 1 de octubre de 2023 y el 15 de marzo de 2024, la Oficina Conjunta de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas había documentado 2.110 abusos y violaciones de los 

derechos humanos en toda la República Democrática del Congo. Alrededor del 59 % de estas 

vulneraciones habían sido perpetradas por grupos armados y entre ellas figuraban ejecuciones 

sumarias y actos de violencia sexual cometidos en el marco del conflicto. Casi la mitad de 

estas violaciones y abusos se habían perpetrado en la provincia de Kivu del Norte, donde la 

violencia y las tensiones estaban al rojo vivo. La Oficina Conjunta de Derechos Humanos de 

las Naciones Unidas había documentado los casos de 156 personas ejecutadas sumariamente 

por el grupo rebelde Movimiento 23 de Marzo. El ejército congolés o sus apoderados habían 

sido responsables de violaciones del derecho internacional de los derechos humanos o del 

derecho humanitario, como ejecuciones extrajudiciales, detenciones y encarcelamientos 

arbitrarios y destrucción de propiedades privadas. Era probable que muchas de esas graves 

violaciones de los derechos humanos pudieran considerarse crímenes atroces, y era preciso 

que los presuntos responsables y sus cómplices respondieran ante los tribunales15. 

14. A medida que la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en la República 

Democrática del Congo (MONUSCO) iniciaba su retirada del país en 2024, de conformidad 

con el acuerdo suscrito entre el Gobierno y las Naciones Unidas, el Alto Comisionado instó 

a las autoridades a que cumplieran su responsabilidad de proteger a los civiles. Advirtió de 

que, si las autoridades nacionales no actuaban con rapidez enviando tropas a las zonas donde 

la población había estado dependiendo de la MONUSCO, los grupos armados podrían llenar 

el vacío de seguridad, con terribles consecuencias para la población civil16. 

15. El Comité contra la Tortura se mostró seriamente preocupado por las informaciones 

sobre el uso generalizado de la tortura en muchos lugares de reclusión del país por parte de 

miembros de las Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo, de la policía 

nacional y de la Agencia Nacional de Inteligencia, en particular contra personas sospechosas 

de pertenecer a la oposición política. El Comité deploró el escaso número de condenas 

registradas y expresó su preocupación por el hecho de que los agentes de la Agencia Nacional 

de Inteligencia gozaran de una amplia inmunidad de enjuiciamiento en virtud del 

Decreto-ley núm. 1/6117. 
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 3. Derecho internacional humanitario 

16. El Secretario General observó que, entre el 1 de diciembre de 2023 y el 19 de marzo 

de 2024, la violencia armada que tanto tiempo llevaban practicando los grupos armados había 

seguido agravando los problemas humanitarios y desencadenando desplazamientos de 

población a gran escala. La presencia de artillería cerca de la concentración de 

emplazamientos de desplazados internos representaba un riesgo adicional para la protección 

de los civiles y restringía aún más el acceso humanitario. Los proyectiles de mortero lanzados 

en enero de 2024 cerca del hospital de Bambo y Mweso habían obligado a las organizaciones 

humanitarias que trabajaban en la zona a interrumpir temporalmente sus operaciones18. 

17. La Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos recomendó 

al Gobierno que velara por que las operaciones militares de las Fuerzas Armadas de la 

República Democrática del Congo contra los grupos armados se desarrollaran respetando 

escrupulosamente las normas del derecho internacional humanitario y de los derechos 

humanos, y por que los infractores fueran enjuiciados ante los órganos judiciales 

competentes19. 

 4. Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad,  

y estado de derecho 

18. La Alta Comisionada también recomendó al Gobierno que: a) llevara a cabo 

investigaciones para apartar de las fuerzas de defensa y de seguridad a los mandos implicados 

en la comisión de vulneraciones graves del derecho internacional humanitario y de los 

derechos humanos, y adoptara las medidas necesarias para que se ejecutaran las consiguientes 

condenas que se les impusieran por esos actos; b) prosiguiera los esfuerzos encaminados a 

investigar con prontitud las denuncias de violaciones de derechos humanos y atentados 

graves contra esos derechos, en particular los cometidos en la región de Kasái, y velara por 

que esos esfuerzos permitieran enjuiciar a los autores de esas violaciones; y c) adoptara todas 

las medidas necesarias para prevenir los actos de violencia sexual y para que, cuando se 

produjeran casos de ese tipo, se llevara a los autores ante la justicia, se ofreciera a las víctimas 

una atención integral y se facilitara su acceso a vías de recurso para obtener justicia, verdad 

y reparación20. 

19. El Comité contra la Tortura consideró que el efecto acumulativo de la falta de control 

judicial de las actividades de la Agencia Nacional de Inteligencia, las inmunidades 

concedidas a sus agentes y la ausencia efectiva de investigaciones y enjuiciamientos por actos 

de tortura contribuían a crear y mantener una situación generalizada de impunidad. El Comité 

recomendó al Estado que: a) revisara su legislación, velara por que las autoridades 

competentes iniciasen sistemáticamente una investigación siempre que hubiera motivos 

razonables para creer que se había cometido un acto de tortura y garantizara que los 

sospechosos fueran debidamente enjuiciados y, si eran declarados culpables, se les 

impusieran penas acordes con la gravedad de sus actos; b) pusiera en marcha un mecanismo 

de denuncia independiente, eficaz, confidencial y accesible en todos los lugares de detención 

policial y en las prisiones, y velara por que los denunciantes, las víctimas y sus familiares no 

se expusieran a sufrir represalias; y c) recopilara y difundiera datos estadísticos actualizados 

sobre las denuncias presentadas, las investigaciones realizadas, las acciones judiciales 

iniciadas y las condenas dictadas en los casos de tortura21. 

20. El equipo de las Naciones Unidas en el país acogió con satisfacción el compromiso 

contraído por el Jefe del Estado el 12 de diciembre de 2023 de reforzar la protección de los 

civiles mediante el establecimiento de una policía de proximidad y un ejército nacional 

respetuoso de los derechos humanos, así como mediante mecanismos eficaces de rendición 

de cuentas como la Fiscalía Militar y la Inspección General de la Policía, y de intensificar la 

lucha contra la impunidad a todos los niveles. El equipo alentó a las autoridades a que 

adoptaran medidas para llevar a la práctica ese compromiso y a que siguieran adelante con 

los compromisos contraídos en la adición al Comunicado Conjunto entre la República 

Democrática del Congo y las Naciones Unidas sobre la lucha contra la violencia sexual en 

los conflictos en materia de participación, prevención, lucha contra la impunidad, reparación 

y asistencia multisectorial22. 
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 5. Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

21. El equipo de las Naciones Unidas en el país acogió con satisfacción el compromiso 

contraído por el Jefe del Estado el 12 de diciembre de 2023 de reforzar el espacio cívico 

mediante la protección de los derechos de los defensores de los derechos humanos y los 

periodistas y el apoyo a las organizaciones y asociaciones comunitarias, y alentó a las 

autoridades a que cumplieran ese compromiso23. 

22. La Relatora Especial sobre la situación de los defensores de los derechos humanos se 

mostró alarmada por el hecho de que, entre junio de 2023 y abril de 2024, la Oficina Conjunta 

de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en la República Democrática del Congo había 

documentado casos de intimidación, amenazas de violencia física, agresiones y represalias 

contra 387 defensores de los derechos humanos y 67 periodistas, perpetrados tanto por 

agentes del Estado como por grupos armados. Desde noviembre de 2023, dos defensoras de 

los derechos humanos pertenecientes al movimiento Lucha por el Cambio se habían estado 

enfrentando a actos de violencia y amenazas de muerte por parte del grupo armado 

Twigwaneho. En febrero de 2022, un defensor de los derechos humanos había recibido 

amenazas de muerte por haber puesto en duda la eficacia del estado de sitio decretado por el 

Gobierno en Kivu del Norte al afirmar que las autoridades no habían garantizado la seguridad 

de la población. Cuatro defensoras de los derechos humanos pertenecientes a la organización 

dirigida por mujeres Tous pour la Paix et la Cohésion Sociale habían sido víctimas de 

secuestros y actos de violencia a raíz de las actividades que habían organizado en defensa de 

los derechos de las mujeres24. 

23. La Relatora Especial exhortó a las autoridades de la República Democrática del Congo 

a que adoptaran todas las medidas necesarias para que los defensores de los derechos 

humanos pudieran trabajar en condiciones de seguridad y protección. Asimismo, les pidió 

que garantizaran el ejercicio de los derechos de los defensores de los derechos humanos a la 

libertad de reunión y de asociación pacíficas, así como que investigaran de forma efectiva y 

rigurosa todos los casos de ejecuciones de conformidad con las normas internacionales, 

incluido el Protocolo de Minnesota sobre la Investigación de Muertes Potencialmente Ilícitas, 

y enjuiciaran a los responsables25. 

 6. Derecho al matrimonio y a la vida familiar 

24. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomendó al 

Estado que: a) derogara las disposiciones discriminatorias que seguía conteniendo la versión 

revisada del Código de la Familia, en particular la estipulación de que el marido era el cabeza 

de familia, y llevara a cabo campañas de concienciación para difundir la versión revisada del 

Código de la Familia, dirigidas en particular a las mujeres de las zonas rurales y las 

comunidades indígenas, así como a los jefes tradicionales y a los padres; b) derogara las 

estipulaciones legales que supeditaban la inscripción de los matrimonios a la provisión de 

una dote y prohibiera que se exigiera o se entregara una dote; y c) persiguiera y sancionara a 

las personas que se dedicaban a facilitar los matrimonios infantiles o a los adultos casados 

con niños26. 

 7. Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

25. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomendó a la 

República Democrática del Congo que: a) acelerara la aprobación del proyecto de ley de 

lucha contra la trata de personas y elaborara y aplicara un nuevo plan de acción nacional en 

colaboración con las organizaciones de mujeres y las entidades pertinentes de las Naciones 

Unidas a ese respecto, en particular en lo relativo a la elaboración de un estudio sobre el 

alcance y las causas profundas de la trata y la prostitución forzada en el Estado; 

b) proporcionara al nuevo organismo y al Comité Nacional de Lucha contra la Trata de 

Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes los recursos humanos, técnicos y financieros 

adecuados; c) investigara, enjuiciara y castigara adecuadamente a los autores materiales de 

la trata de mujeres y niñas con fines de trabajo forzoso, explotación y prostitución forzada, 

en particular en minas artesanales y zonas de conflicto, y velara por que las víctimas de la 

trata y la prostitución forzada estuvieran exentas de responsabilidades penales; y d) adoptara 

las medidas necesarias para enjuiciar y sancionar los actos de violencia sexual, violación y 

acoso que cometiera la policía contra las mujeres que ejercían la prostitución27. 
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 8. Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

26. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales observó que, a pesar de las 

medidas adoptadas por la República Democrática del Congo para reducir el desempleo, el 

impacto de esas medidas no había sido significativo y el mercado laboral se caracterizaba por 

una alta tasa de desempleo juvenil, grandes desigualdades de oportunidades de empleo y un 

gran número de personas empleadas en la economía informal que no estaban cubiertas por la 

legislación laboral ni por el sistema de seguridad social. El Comité recomendó al Estado que: 

a) desarrollara y pusiera en marcha, en consulta con los interlocutores sociales, una política 

nacional de empleo con objetivos claros para reducir el desempleo y luchar contra todas las 

formas de discriminación, haciendo hincapié en las personas jóvenes, las mujeres, las 

personas con discapacidad y todos los demás grupos afectados por la discriminación; 

b) redoblara los esfuerzos para mejorar la calidad de la educación y la formación técnica y 

profesional; y c) velara por que las personas empleadas en la economía informal estuvieran 

protegidas por la legislación laboral y tuvieran acceso a la seguridad social, y siguiera 

trabajando para reducir progresivamente el número de personas empleadas en ese sector de 

la economía integrándolas en la economía formal28. 

 9. Derecho a la seguridad social 

27. El mismo Comité constató con preocupación que la cobertura del sistema de seguridad 

social del Estado dependía en gran medida del carácter formal del empleo, y que un gran 

número de personas seguían estando excluidas del sistema de seguridad social, en particular 

las que trabajaban en la economía informal. Recomendó al Estado que redoblara sus 

esfuerzos para crear un sistema de seguridad social que ofreciera una cobertura social 

universal y prestaciones suficientes a todas las personas, en particular los grupos más 

desfavorecidos y marginados, a fin de garantizarles unas condiciones de vida dignas. 

También instó al Estado a que se apresurase por establecer un piso de protección social que 

incluyera garantías sociales básicas universales29. 

 10. Derecho a un nivel de vida adecuado 

28. El mismo Comité observó con preocupación que la pobreza seguía estando muy 

extendida, pues afectaba a aproximadamente el 82 % de la población y, de forma 

desproporcionada, a las mujeres y los niños y niñas, así como a los Pueblos Indígenas. 

También se mostró preocupado por la alta tasa de desigualdad existente en la República 

Democrática del Congo. Recomendó al Estado que redoblara sus esfuerzos para combatir la 

desigualdad social y la pobreza, en particular la pobreza extrema, entre otros medios 

aplicando modelos de desarrollo inclusivos que beneficiaran prioritariamente a las personas 

más desfavorecidas30. 

29. El mismo Comité instó al Estado a que: a) adoptara medidas inmediatas para hacer 

frente a la malnutrición crónica, en particular mediante la adopción de planes de acción 

urgentes con objetivos específicos para reducir las tasas de malnutrición crónica; y 

b) adoptara un marco legislativo e institucional y una estrategia global para garantizar el 

derecho a una alimentación adecuada y luchar contra el hambre y la malnutrición crónica, y, 

en este sentido, solicitara la asistencia técnica de la Organización de las Naciones Unidas 

para la Alimentación y la Agricultura (FAO)31. 

 11. Derecho a la salud 

30. El equipo de las Naciones Unidas en el país celebró que el Gobierno hubiera 

establecido la cobertura sanitaria universal y hubiera ampliado la cobertura de los servicios 

de salud garantizando el acceso de la población a infraestructuras sanitarias de calidad. No 

obstante, observó que aún quedaba mucho por hacer para lograr la cobertura sanitaria 

universal y el acceso gratuito a la maternidad, así como para garantizar su sostenibilidad 

mediante fondos públicos. Recomendó que se asignaran fondos suficientes para financiar el 

plan estratégico y que el acceso a los servicios sociales básicos se convirtiera en una prioridad 

para el Gobierno central y los gobiernos provinciales32. 

31. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomendó al 

Estado que velara por que las mujeres y las niñas tuvieran acceso a información precisa sobre 
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la salud sexual y reproductiva y los derechos conexos y por que todas las mujeres, incluidas 

las mujeres rurales e indígenas, tuvieran acceso a servicios de salud sexual y reproductiva de 

alta calidad que abarcaran la planificación familiar, la prevención de los embarazos precoces, 

las infecciones de transmisión sexual y la atención de urgencias tras un aborto33. 

 12. Derecho a la educación 

32. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales recomendó al Estado que: 

a) asegurara la aplicación efectiva de la gratuidad de la enseñanza primaria y reforzara las 

normas y mecanismos de control y supervisión de los establecimientos educativos; 

b) adoptara las medidas necesarias para garantizar el acceso a la educación de todos los niños, 

en particular los niños twas, los que residían en las zonas rurales y los que se encontraban en 

situación de desplazamiento interno; c) mejorara la calidad de la enseñanza, entre otros 

medios asignándole recursos suficientes, aumentando el personal docente cualificado y su 

remuneración y mejorando las infraestructuras y el material didáctico; d) reforzara la 

aplicación de medidas precisas y concretas para hacer efectiva la vuelta a la escolarización 

presencial, garantizar el acceso a una enseñanza de calidad y reducir la brecha digital en el 

alumnado; y e) adoptara medidas urgentes para garantizar que los niños y niñas que vivían 

en las zonas en que persistían los conflictos tuvieran acceso a la enseñanza, e investigara a 

fondo los actos de violencia cometidos contra docentes y estudiantes —así como los daños 

causados a las infraestructuras educativas— para enjuiciar a las personas responsables y 

garantizar la aplicación efectiva de la Declaración sobre Escuelas Seguras34. 

33. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomendó al 

Estado que promoviera el acceso de las niñas a la educación en todos los niveles como base 

para su empoderamiento y que: a) velara por que la educación primaria fuera obligatoria y 

gratuita, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución; b) intensificara los esfuerzos 

para aumentar las tasas de matriculación, retención y finalización de estudios de las mujeres 

y las niñas en todos los niveles de la educación, especialmente en los programas de ciencias, 

tecnología, ingeniería y matemáticas; c) adoptara nuevas medidas para que las mujeres y las 

niñas embarazadas pudieran continuar sus estudios y facilitara la reincorporación en la 

educación de las madres adolescentes, en particular combatiendo el estigma cultural 

mediante campañas de concienciación; d) estableciera procedimientos eficaces para 

investigar los casos de abuso sexual y acoso de las niñas en los entornos escolares, enjuiciar 

a los autores materiales, especialmente a los maestros y administradores de las escuelas, y 

proporcionar a las víctimas atención médica, asesoramiento psicosocial y rehabilitación; y 

e) estableciera programas obligatorios de concienciación para los maestros y el personal de 

administración escolar sobre el hecho de que pueden incurrir en responsabilidad penal por 

violar o acosar sexualmente a las alumnas35. 

 13. Derechos culturales 

34. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales observó con preocupación 

la falta de medidas para promover la diversidad cultural y fomentar la difusión de la cultura, 

las tradiciones y los conocimientos tradicionales de los twas. Recomendó al Estado que 

adoptara las medidas necesarias para promover la toma de conciencia sobre el patrimonio de 

la población twa y creara condiciones favorables para la protección, el desarrollo, la 

expresión y la difusión por las personas twas de su historia, su cultura, sus tradiciones, sus 

conocimientos tradicionales y sus costumbres36. 

 14. Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

35. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos observó 

que una de las causas profundas de los conflictos en la República Democrática del Congo era 

la explotación de los recursos naturales del país que, en vez de beneficiar a la población local, 

la empobrecía. Insistió en que tanto el Gobierno como las potencias regionales e 

internacionales tenían obligaciones al respecto. También las empresas privadas tenían 

importantes responsabilidades en materia de derechos humanos, entre otras las que extraían 

recursos como el coltán, enormemente valiosos para el mundo entero. El Alto Comisionado 

señaló que todo el mundo utilizaba teléfonos móviles, lo que era posible, en gran medida, 
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gracias a los recursos de la República Democrática del Congo. El mundo no podía mantener 

sus hábitos de consumo a expensas del pueblo congolés37. 

36. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales expresó preocupación por 

los efectos adversos de las explotaciones mineras y forestales en el medio ambiente, así como 

por los efectos de la deforestación en el cambio climático. Recomendó al Estado que velara 

por que los recursos naturales, incluidos los recursos forestales, se utilizasen siguiendo un 

modelo de conservación justo y equitativo, en consulta con las comunidades afectadas, los 

Pueblos Indígenas, las organizaciones de la sociedad civil y las autoridades encargadas de la 

conservación. Exhortó al Estado a que respetara la aplicación de la moratoria relativa a las 

concesiones forestales y le recomendó que siguiera esforzándose por adoptar las medidas 

necesarias para mitigar la incidencia negativa del cambio climático en los derechos 

económicos, sociales y culturales38. 

37. El mismo Comité recomendó también al Estado que: a) elaborara directrices y normas 

claras para evaluar el impacto en los derechos económicos, sociales y culturales y en el medio 

ambiente que podían tener los proyectos de desarrollo económico y de explotación de los 

recursos naturales, especialmente la explotación minera y forestal —incluidos los proyectos 

realizados por entidades privadas—, en todo el territorio de la República Democrática del 

Congo; b) adoptara las medidas necesarias para garantizar que las comunidades afectadas por 

actividades ligadas al desarrollo económico y a la explotación de los recursos naturales en 

sus territorios fueran consultadas e indemnizadas por los daños o pérdidas que sufrieran, y 

recibieran beneficios concretos derivados de esas actividades; y c) previniera los actos de 

violencia e intimidación contra las comunidades afectadas, así como contra las personas 

encargadas de guardar los parques naturales, y garantizara su protección efectiva por 

conducto de, entre otros, el Instituto Congolés para la Conservación de la Naturaleza39. 

 B. Derechos de personas o grupos específicos 

 1. Mujeres 

38. El Secretario General señaló que los casos documentados de violencia sexual 

relacionada con el conflicto en diciembre de 2023 y enero de 2024 habían afectado como 

mínimo a 118 personas (87 mujeres, 30 niñas y 1 hombre). Sin embargo, era probable que 

siguiera habiendo casos sin denunciar por los problemas de acceso y seguridad que 

experimentaba la MONUSCO, así como por el miedo de los supervivientes de la violencia 

sexual a sufrir represalias y a ser estigmatizados, habida cuenta de las elevadas cifras de 

víctimas de violencia de género que solicitaban los servicios de los agentes humanitarios. 

Los grupos armados habían sido presuntamente responsables de incidentes que habían 

afectado a 106 víctimas (81 mujeres, 24 niñas y 1 hombre). Las facciones Mai-Mai habían 

perpetrado la mayoría de los presuntos abusos contra 34 víctimas (26 mujeres, 7 niños y 

1 hombre), seguidas de la Cooperativa para el Desarrollo del Congo (19 mujeres y 6 niñas), 

el Movimiento 23 de Marzo (14 mujeres y 8 niñas) y Nyatura (10 mujeres y 1 niña). Las 

Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo habían sido presuntamente 

responsables de incidentes de violencia sexual que habían afectado a cuatro mujeres y cinco 

niñas; y la Policía Nacional Congolesa, de incidentes que habían afectado a dos mujeres. Las 

provincias de Kivu del Norte (46 víctimas), Ituri (41 víctimas), Tanganica (22 víctimas) y 

Kivu del Sur (9 víctimas) se habían llevado la peor parte de la violencia sexual en el 

conflicto40. 

39. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer recomendó al 

Estado que: a) combatiera eficazmente la impunidad, investigando con prontitud y a fondo 

las violaciones de los derechos de la mujer perpetradas en las zonas de conflicto, en particular 

la violencia sexual y por razón de género, y enjuiciara y castigara con sanciones adecuadas a 

los miembros de las Fuerzas Armadas de la República Democrática del Congo, la policía 

nacional y los agentes no estatales responsables de esas violaciones, en particular los que 

tenían responsabilidad de mando; b) velara por que las víctimas y sus familiares tuvieran 

acceso efectivo a la justicia y a las reparaciones y por que recibieran una reparación adecuada, 

en particular garantizando el pago inmediato de las reparaciones establecidas y previstas en 

las decisiones judiciales dictadas por los tribunales, especialmente en los casos en que un 
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agente del Estado o el propio Estado fueran declarados responsables, y estableciendo una 

política nacional amplia de reparación a las víctimas de delitos sexuales y velando por que 

se dispusiera de los fondos necesarios para su aplicación; c) proporcionara protección 

adecuada contra las represalias a las víctimas y los testigos que buscaban acceso a la justicia 

o cooperaban con el poder judicial y garantizara que los actos de manipulación de testigos 

fueran efectivamente enjuiciados; y d) asegurara que las víctimas tuvieran acceso a 

tratamientos médicos integrales, atención de la salud mental y apoyo psicosocial41. 

40. El mismo Comité observó con preocupación que persistían los estereotipos de género 

discriminatorios relativos a las funciones y responsabilidades de las mujeres y los hombres 

en la familia y que la República Democrática del Congo no había adoptado medidas 

suficientes, sostenidas y sistemáticas para eliminar las prácticas culturales adversas, las 

actitudes patriarcales y los estereotipos profundamente arraigados. El Comité recomendó a 

la República Democrática del Congo que pusiera en marcha, sin demora, una estrategia 

integral para eliminar los estereotipos y las prácticas nocivas que discriminaban a la mujer, 

entre otras formas realizando esfuerzos concertados, dentro de un plazo claro, en 

colaboración con el Parlamento, la sociedad civil, el sistema escolar, los profesionales 

sanitarios, los medios de comunicación y los dirigentes tradicionales, con miras a educar y 

sensibilizar sobre los estereotipos de género negativos centrándose tanto en las mujeres y las 

niñas como en los hombres y los niños en todos los niveles de la sociedad42. 

 2. Niños 

41. La Oficina de la Representante Especial del Secretario General para la Cuestión de 

los Niños y los Conflictos Armados señaló que la matanza y mutilación de niños por las 

partes en conflicto era especialmente preocupante, ya que había pasado de 135 casos 

verificados en 2019 a 699 casos en 2022. También se había observado un marcado aumento 

de los casos verificados de secuestro de niños, que habían pasado de 305 en 2019 a 730 en 

2022. El número de casos de violación y otras formas de violencia sexual había aumentado 

de 249 en 2019 a 436 en 2021, para volver a disminuir a 284 en 2022. El número de ataques 

contra escuelas y hospitales y personas protegidas relacionadas con esas instalaciones se 

había mantenido elevado, ya que en 2022 se habían registrado 108 ataques verificados 

(70 contra escuelas y 38 contra hospitales) y se habían utilizado 13 escuelas para fines 

militares. Según se informó, algunos de los principales autores habían sido las Fuerzas 

Democráticas Aliadas, la Cooperativa para el Desarrollo del Congo, Mai-Mai Mazembe, 

Mai-Mai Apa Na Pale, el Movimiento 23 de Marzo y Nyatura43. 

42. La misma Oficina recomendó a la República Democrática del Congo que: a) velara 

por la plena aplicación del plan de acción para hacer cesar y prevenir el reclutamiento y la 

utilización de niños y la violencia sexual por parte de las fuerzas armadas gubernamentales, 

que el Gobierno y las Naciones Unidas habían aprobado en 2012; b) impidiera a largo plazo 

el reclutamiento y la utilización de niños y priorizara la aplicación de las disposiciones del 

plan de acción relativas a la violencia sexual contra los niños; c) adoptara todas las medidas 

de prevención y mitigación necesarias para evitar y minimizar los daños y proteger mejor a 

los niños durante las hostilidades y frente a los riesgos y los efectos de los restos explosivos 

de guerra; y d) hiciera cesar y previniera los ataques contra escuelas y hospitales y la 

utilización de esas instalaciones para fines militares, respetara el carácter civil de las escuelas, 

de conformidad con el derecho internacional humanitario, y prosiguiera sus esfuerzos para 

aplicar sin tardanza y plenamente la Declaración sobre Escuelas Seguras44. 

 3. Personas con discapacidad 

43. El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer se mostró 

preocupado porque las mujeres y las niñas con discapacidad sufrían múltiples formas de 

discriminación en relación con el acceso a servicios sanitarios adecuados, al empleo, a la 

educación y a la formación profesional y técnica. También observó con preocupación que 

eran víctimas de la violencia y que su autonomía solía ser limitada. Recomendó a la 

República Democrática del Congo que: a) eliminara la discriminación y la violencia contra 

las mujeres y las niñas con discapacidad y protegiera sus derechos en las zonas de conflicto; 

b) desarrollara mecanismos de apoyo a la adopción de decisiones para las mujeres con 

discapacidad, respetando su autonomía, derechos, voluntad y preferencias; y c) garantizara 
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el acceso de las mujeres y las niñas con discapacidad a los servicios sanitarios, la educación 

y el empleo sin discriminación45. 

 4. Pueblos Indígenas 

44. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales recomendó que el Estado: 

a) reconociera los derechos de los Pueblos Indígenas que estaban sometidos a su jurisdicción 

y adoptara medidas eficaces, en consulta con ellos, para combatir su discriminación y 

exclusión; b) protegiera y garantizara, en la ley y en la práctica, el respeto del derecho de los 

Pueblos Indígenas a disponer libremente de sus tierras, territorios y recursos naturales, 

incluido su derecho a ser consultados para obtener su consentimiento libre, previo e 

informado; y c) agilizara el proceso de aprobación y promulgación de la Ley de Protección 

y Promoción de los Derechos de los Pueblos Indígenas, y pusiera en marcha los mecanismos 

necesarios para garantizar su aplicación efectiva con la participación de los Pueblos Indígenas 

afectados46. 

 5. Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

45. El mismo Comité se mostró preocupado por la aplicación de los artículos del Código 

Penal —en particular el artículo 176—, que a menudo se utilizaban para criminalizar las 

relaciones entre personas del mismo sexo. Observó con preocupación que las personas 

lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales eran estigmatizadas y sufrían 

discriminación en el disfrute de sus derechos económicos, sociales y culturales, en particular 

en el acceso al trabajo, la vivienda, la atención sanitaria y la educación. Recomendó al Estado 

que luchara contra la discriminación y la estigmatización de las personas lesbianas, gais, 

bisexuales, transgénero e intersexuales, entre otros medios con campañas de toma de 

conciencia, y que garantizara que ninguna persona fuera discriminada en el disfrute de los 

derechos económicos, sociales y culturales por su orientación sexual o identidad de género, 

en particular en lo relativo al acceso a los servicios de salud, la educación y la vivienda. Pidió 

al Estado que velara por que el artículo 176 del Código Penal no se utilizara para criminalizar 

las relaciones entre personas del mismo sexo47. 

 6. Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

46. El equipo de las Naciones Unidas en el país señaló que desde 2020 el Gobierno había 

implantado un procedimiento simplificado de determinación de la condición de refugiado 

para la mayoría de los solicitantes de asilo. Alentó al país a que redoblara sus esfuerzos para 

pacificar las zonas que acogían a refugiados, habida cuenta de las numerosas violaciones de 

los derechos humanos que se producían en ellas, donde persistían importantes problemas de 

seguridad48. 

 7. Desplazados internos 

47. Según la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, 

al 30 de noviembre de 2023 el número de desplazados internos en el país superaba los 

6,5 millones, localizados principalmente en las provincias de Kivu del Norte, Kivu del Sur, 

Ituri, Maniema y Tanganica. El equipo de las Naciones Unidas en el país acogió con 

satisfacción la reacción espontánea de las autoridades ante la crisis de Mai-Ndombe, que 

había provocado nuevas oleadas de desplazamientos internos en 2022 y 2023. No obstante, 

observó que, pese a la prórroga del estado de sitio y al sucesivo despliegue de las fuerzas 

armadas internacionales en las regiones orientales del país, no se habían producido mejoras 

en la protección de los derechos de los desplazados. Se seguían documentando incidentes de 

protección y violaciones de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario. 

En el contexto de la retirada de la MONUSCO, los ataques cada vez más frecuentes contra 

escuelas y centros de salud confirmaban la necesidad de una presencia más eficaz de las 

fuerzas de defensa y seguridad49. 

 8. Apátridas 

48. El equipo de las Naciones Unidas en el país señaló que la República Democrática del 

Congo se había comprometido formalmente a adherirse a la Convención sobre el Estatuto de 

los Apátridas, de 1954, y a la Convención para Reducir los Casos de Apatridia, de 1961. 
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Asimismo, el país había firmado la Declaración sobre la Erradicación de la Apatridia de los 

Estados miembros de la Conferencia Internacional sobre la Región de los Grandes Lagos y 

el plan de acción conexo. Sin embargo, no se habían observado avances significativos en este 

ámbito. Además, seguían siendo necesarios grandes esfuerzos en términos de compromiso 

político y de presupuesto para sistematizar las inscripciones en el registro civil y la 

expedición de documentos de identidad, algo fundamental para prevenir muchos casos de 

apatridia en el país50. 
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